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I. LABOR 

 

 

Estando el proceso a despacho, se decide lo que en derecho corresponda sobre el recurso de 

apelación interpuesto por la parte demandante contra sentencia proferida por el Juzgado 

Cuarto Civil del Circuito de Montería el 24 de marzo del año 2021, en el proceso verbal de 

responsabilidad médica adelantado por el señor ORLANDO MANUEL ROJAS MARTINEZ 

y otros contra la ESE HOSPITAL SAN FRANCISCO DE CIENAGA DE ORO y otros. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

Solicitan la Clínica Materno Infantil, la Aseguradora Mafre y la Fiduprevisora ante esta 

instancia, se se declare desierto el recurso de apelación presentado por la parte demandante 

de conformidad con lo dispuesto en el inciso 3º del artículo 14 del Decreto 806 de 2020, 

debido a la ausencia de sustentación del mismo. 

 

En ese orden, considera esta Corporación que el inciso 3° del artículo 14 del Decreto 806 de 

2020, prescribe que si el recurso de apelación no se sustenta dentro de los cinco (5) días 

hábiles siguientes a la ejecutoria del auto que lo admite, se declarará desierto. Así lo estipula:  

 

“Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante 

deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. De la 

sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) días. Vencido 

el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si no se 

sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto”.  

 

Al respecto, la H. Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil en sentencia STC5168-

2020 señaló la procedencia de la citada consecuencia cuando la alzada no se sustenta en la 

oportunidad comentada así:  

 

“Al margen de lo expresado en precedencia, ninguna irregularidad revela la gestión del 

colegiado atacado, pues, de conformidad con el Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 2020, 

expedido por el Gobierno Nacional, con miras a “(…) implementar el uso de las tecnologías 



  

 

de la información (…) en las actuaciones judiciales (…)”, en el marco de la pandemia por el 

virus SARS-CoV-2, la sustentación de la alzada frente a sentencias, debe realizarse en la 

oportunidad consagrada en el inciso 3º de su artículo 14, so pena de ser declarado desierto”.  

 

 Luego, en sentencia STC005-2021 la misma Sala del órgano de cierre consideró: 

 

“4.3. Con base en la comentada reforma, el tribunal criticado dictó el proveído de 7 de octubre 

de 2020, corriendo traslado para presentar la sustentación escrita frente a la sentencia de 

primera instancia, proferida el 23 de septiembre de 2020 y apelada en la misma fecha, esto es, 

en vigencia del artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 

 

Luego, no hay duda sobre el acierto de la sentenciadora ad-quem al optar por la regla en 

comento, la cual imponía a la apelante exponer las razones de su censura contra la decisión 

de mérito del Juzgado Segundo Promiscuo de Familia dentro de los cinco días siguientes al 

requerimiento realizado, so pena de ser declarado desierto, como, en efecto ocurrió.” 

 

5. Conviene puntualizar, igualmente, la ausencia de arbitrariedad o ‘criminalidad’ en la 

determinación del tribunal fustigado, por el hecho de no haber considerado satisfecha la 

carga procesal de sustentación del recurso con ‘los 50 minutos’ de exposición ante el a quo, 

porque el artículo 322 del Código General del Proceso, exige la fundamentación de tal 

remedio ante el superior y así lo ha decantado esta Colegiatura en pretéritas ocasiones y de 

manera unánime”.  

 

– Negrillas del Tribunal - 

 

 

Es de tener en cuenta que seguidamente la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil 

en sentencia STC5497-2021 dejó en claro que en tratándose de apelaciones que se tramitan 

conforme al Decreto 806 de 2020, si las mismas fueron sustentadas en la primera instancia, 

no era necesario sustentarlas dentro del término señalado en el inciso 3º del artículo 14 del 

Decreto 806 de 2020, al tenor literal se expuso: 

 

“Según el recuento de las actuaciones surtidas en la segunda instancia del proceso verbal 

objeto de revisión constitucional, y recogiendo la postura de esta Sala sobre la temática bajo 

estudio (…). 

 

Bajo esa perspectiva, en vigencia del Decreto Legislativo 806 de 2020, si desde el umbral de 

la interposición de la alzada el recurrente expone de manera completa los reparos por los que 

está en desacuerdo con la providencia judicial, no hay motivo para que el superior exija la 

sustentación de la impugnación (…). 

 

Por todo lo expuesto, se recoge la postura que sobre esta particular temática había adoptado 

la Sala hasta la fecha, con el propósito de conceder la salvaguarda pretendida con el escrito 

de tutela presentado ante esta Corporación, al menos por el tiempo de la vigencia de la 

mencionada norma de emergencia”      

 

 

De suerte que, hubo un cambio de postura frente a lo que se venía considerando en relación 

a la aplicación de la sanción contenida en el inciso 3º del artículo 14 del Decreto 806 de 2020. 

Y en base a esa nueva postura esta Sala de Decisión emitió decisión dentro de los expedientes 

números 23.001.31.03.004.2019.00309.01 Folio 86-2021 y 23.001.31.10.002.2019.00643.01   

Folio 106-2021 acogiendo la misma. 

 



  

 

No obstante lo anterior, se hace necesario traer a colación la reciente decisión de la Corte 

Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral en STL3312-2022 Radicación No. 97061 

de fecha 16 de marzo de 2022, en la que decidió la impugnación interpuesta por el señor 

ANGEL DARIO AYCARDI GALEANO  contra la sentencia emitida por la Corte Suprema 

de Justicia Sala de Casación Civil de fecha 23 de febrero de 2022, dentro de la acción de 

tutela promovida por la parte recurrente en contra de la Sala Civil – Familia – Laboral del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería, trámite que se hizo extensivo a todos los 

intervinientes  al interior del proceso ejecutivo con radicado 23162310300220170020601, 

mediante la cual se revocó el fallo de tutela impugnado y ordenó a ésta Corporación emitiera 

providencia que declare desierto el recurso de alzada de conformidad con los siguientes 

argumentos:  

 

“Esta Magistratura otea, en virtud a las realidades fácticas antes mencionadas, que es 

evidente el desconocimiento del derecho fundamental al debido proceso del señor Ángel Darío 

Aycardi Galeano, pues como se indicó, el Tribunal emergió en un yerro al emitir la sentencia 

de fecha 26 de noviembre de 2021, en la medida que soslayó el precedente jurisprudencial 

definido por la Corte Constitucional en la sentencia CC SU-116 de 2018, que en uno de los 

apartes, claramente advirtió: 

 

En consecuencia, para garantizar el derecho a la igualdad y la respuesta uniforme del 

ordenamiento jurídico, el juez de tutela debe decantarse por la interpretación que surge de 

las disposiciones aplicables. De acuerdo con esa metodología de interpretación, el recurso 

de apelación debe sustentarse ante el superior en la audiencia de sustentación y fallo, y 

el efecto de no hacerlo así es la declaratoria de desierto del recurso. Un recuento 

normativo del régimen de apelación de sentencias que se desprende de los artículos 322 y 

327 del Código General del Proceso es el siguiente:  

 

El inciso 2º del numeral 3º del artículo 322 del CGP prevé que cuando: “(…) se apele una 

sentencia, el apelante, al momento de interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido 

proferida en ella, o dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización o a la notificación 

de la que hubiere sido dictada por fuera de audiencia, deberá precisar, de manera breve, 

los reparos concretos que le hace a la decisión, sobre los cuales versará la sustentación 

que hará ante el superior”. (negrillas integran el texto original). 

 

 

Valga anotar, que la anterior jurisprudencia permitió a esta Sala especializada que se 

cambiara el criterio en relación al estudio del desconocimiento de la prerrogativa ídem, a 

partir de la sentencia CSJ STL2791-2021, pues con anterioridad a ese pronunciamiento, este 

Colegiado consideraba que con la mera sustentación que se formulara ante el a quo, no debía 

exigirse el requisito ante el superior. 

 
Y es que, a partir de la mencionada jurisprudencia, esta Sala adoptó un juicio pacificó frente 

al estudio del asunto puesto a consideración, y ulteriormente en un caso de contornos 

análogos, a través de la sentencia CSJ STL7317-2021 se dispuso: 

 

        (…) 

 

Al respecto, importa precisar que revisada la providencia en mención, se evidencia que 

no hay nada que reprocharle al Tribunal encartado, pues, contrario a lo aducido por el 

a quo constitucional, la decisión estuvo fundamentada en la valoración de los medios de 

convicción presentes en el proceso, la aplicación de las normas y jurisprudencia que rigen 

el asunto y su libre formación del convencimiento, así como en la apreciación racional 

del caso sometido a su estudio.  

 

Adviértase como el fallador convocado empezó por indicar que el Decreto 806 de 2020 

impone a la parte recurrente el deber de sustentar el recurso de apelación ante el 

juzgador de segundo grado, una vez ejecutoriado el auto que admitió la alzada. La 

omisión de dicha carga conlleva a la declaratoria de desierto, normativa que «guarda 



  

 

relación con el precepto 322 del CGP, eso sí, estructurándose ahora un trámite escritural 

en el evento de no ser necesario el decreto de pruebas en segundo nivel».  

 

[…]  

 

Así las cosas, se advierte que, contrario a lo considerado por el a quo constitucional, la 

Magistratura enjuiciada realizó un estudio de la normativa y la jurisprudencia aplicable 

al caso para, con base en su sana crítica, concluir que la falta de sustentación en 

segunda instancia acarrea la declaratoria de desierto del recurso de alzada.  

[…]  

 

De modo que la decisión combatida en nada riñe con la efectividad de las garantías 

superiores de la empresa interesada, pues, aceptar lo contrario, generaría una 

intromisión injustificada del juez constitucional en los asuntos propios de la jurisdicción 

ordinaria e implicaría desconocer principios rectores del sistema jurídico, como lo son 

la cosa juzgada y la autonomía judicial. (negrillas no integran el texto original). 

 

En otro aspecto, aunque la Fiduprevisora S.A. infiere en su escrito, que para el presente asunto 

no se puede dar aplicación al artículo 327 del Código General del Proceso, por no haberse 

programado la «realización de una audiencia de sustentación», lo cierto, es que el Decreto 

806 de 2020 en el artículo 14, fijó las reglas para el trámite de las apelaciones en materia 

civil, normatividad que claramente preceptúa en uno de sus apartes: 

 

Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el 

apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. 

De la sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) 

días. Vencido el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por 

estado. Si no se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto. (negrillas y 

subrayas autoría de esta Sala). 

 
Es menester indicar, que la anterior disposición fue declarada exequible por la Corte 

Constitucional a través de la sentencia C420-2020.  

 

En virtud de la norma transcrita, el Tribunal de Montería, emitió auto del 21 de agosto de 

2020, en el que procedió admitir el recurso de apelación «de acuerdo con lo consagrado en el 

inc. 3° del artículo 14 del Dcto 806 de 2020», y al haberse omitido la sustentación de la alzada 

por parte de la Fiduprevisora S.A., lo que correspondía al operador judicial, era declarar 

desierto el recurso, en concordancia con el postulado ejusdem, situación que evidentemente 

no aconteció. 

 
Así las cosas, se advierte que para el caso materia de estudio, se hace necesario conceder el 

resguardo implorado, toda vez que, en atención a lo anterior, la Sala Civil – Familia – Laboral 

del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería debió declarar desierto el recurso de 

apelación; no obstante, contrario a ello, emitió fallo, en total desconocimiento del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020 y lo adoctrinado en la sentencia CC SU418-2019.  

 

De conformidad con lo que viene de mencionarse y sin necesidad de más consideraciones, se 

revocará la determinación de primer grado y, en su lugar, se concederá el amparo al debido 

proceso.  

 

En consecuencia, se dejará sin valor y efecto la sentencia proferida el 26 de noviembre de 

2021 por la Sala Civil – Familia – Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Montería, así como todas las actuaciones que dependan de ella, para que, en el término de 15 

días contados a partir del día siguiente a la notificación de este fallo, dicha corporación emita 

la providencia que declare desierto el recurso de alzada, de conformidad con los argumentos 

esbozados en precedencia.” 

 

 

Entonces, al tenor de la reciente jurisprudencia traída a colación y la normativa en cita, al no 

haber sido sustentado el recurso de apelación en el plazo previsto en inciso 3° del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020, se impone entonces declararlo desierto. Asumiendo así esta Sala 

de Decisión  la postura expuesta por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral, 

quien cita el precedente jurisprudencial definido por la Corte Constitucional en sentencia SU 



  

 

116 de 2018, que permitió a esa Sala cambiar el criterio en relación al estudio del 

desconocimiento de la norma en cita a partir de la sentencia CSJ STL2791-2021, pues con 

anterioridad a ese pronunciamiento ese colegiado consideraba también que con la sola 

sustentación que se hiciera ante el a quo  no se debía exigir el requisito ante el superior. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería, en Sala 

Unitaria de Decisión Civil – Familia – Laboral, 

III. RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR DESIERTO el recurso de apelación señalado en el pórtico de la 

presente providencia.  

 

SEGUNDO: Oportunamente devuélvase el expediente al Juzgado de origen. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

KAREM STELLA VERGARA LÓPEZ 

Magistrada 
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MONTERÍA, VEINTE (20) DE ABRIL DE DOS MIL VEINTIDOS (2022) 

 

 

I. LABOR 

 

 

Estando el proceso a despacho, se decide lo que en derecho corresponda sobre el recurso de 

apelación interpuesto por la parte demandada contra sentencia proferida por el Juzgado Civil 

del Circuito de Sahagún el 22 de abril del año 2021, en el proceso verbal de responsabilidad 

civil extracontractual adelantado por la señora NANCY MARY MARQUEZ TIRADO y 

otros contra la RAFAEL TERCERO MADERA YEPES. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

El inciso 3° del artículo 14 del Decreto 806 de 2020, prescribe que si el recurso de apelación 

no se sustenta dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la ejecutoria del auto que lo 

admite, se declarará desierto. Así lo estipula:  

 

“Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante 

deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. De la 

sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) días. Vencido 

el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si no se 

sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto”.  

 

Al respecto, la H. Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil en sentencia STC5168-

2020 señaló la procedencia de la citada consecuencia cuando la alzada no se sustenta en la 

oportunidad comentada así:  

 

“Al margen de lo expresado en precedencia, ninguna irregularidad revela la gestión del 

colegiado atacado, pues, de conformidad con el Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 2020, 

expedido por el Gobierno Nacional, con miras a “(…) implementar el uso de las tecnologías 

de la información (…) en las actuaciones judiciales (…)”, en el marco de la pandemia por el 

virus SARS-CoV-2, la sustentación de la alzada frente a sentencias, debe realizarse en la 

oportunidad consagrada en el inciso 3º de su artículo 14, so pena de ser declarado desierto”.  

 

 

 



  

 

 Luego, en sentencia STC005-2021 la misma Sala del órgano de cierre consideró: 

 

“4.3. Con base en la comentada reforma, el tribunal criticado dictó el proveído de 7 de octubre 

de 2020, corriendo traslado para presentar la sustentación escrita frente a la sentencia de 

primera instancia, proferida el 23 de septiembre de 2020 y apelada en la misma fecha, esto es, 

en vigencia del artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 

 

Luego, no hay duda sobre el acierto de la sentenciadora ad-quem al optar por la regla en 

comento, la cual imponía a la apelante exponer las razones de su censura contra la decisión 

de mérito del Juzgado Segundo Promiscuo de Familia dentro de los cinco días siguientes al 

requerimiento realizado, so pena de ser declarado desierto, como, en efecto ocurrió.” 

 

5. Conviene puntualizar, igualmente, la ausencia de arbitrariedad o ‘criminalidad’ en la 

determinación del tribunal fustigado, por el hecho de no haber considerado satisfecha la 

carga procesal de sustentación del recurso con ‘los 50 minutos’ de exposición ante el a quo, 

porque el artículo 322 del Código General del Proceso, exige la fundamentación de tal 

remedio ante el superior y así lo ha decantado esta Colegiatura en pretéritas ocasiones y de 

manera unánime”.  

 

– Negrillas del Tribunal - 

 

 

Es de tener en cuenta que seguidamente la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil 

en sentencia STC5497-2021 dejó en claro que en tratándose de apelaciones que se tramitan 

conforme al Decreto 806 de 2020, si las mismas fueron sustentadas en la primera instancia, 

no era necesario sustentarlas dentro del término señalado en el inciso 3º del artículo 14 del 

Decreto 806 de 2020, al tenor literal se expuso: 

 

“Según el recuento de las actuaciones surtidas en la segunda instancia del proceso verbal 

objeto de revisión constitucional, y recogiendo la postura de esta Sala sobre la temática bajo 

estudio (…). 

 

Bajo esa perspectiva, en vigencia del Decreto Legislativo 806 de 2020, si desde el umbral de 

la interposición de la alzada el recurrente expone de manera completa los reparos por los que 

está en desacuerdo con la providencia judicial, no hay motivo para que el superior exija la 

sustentación de la impugnación (…). 

 

Por todo lo expuesto, se recoge la postura que sobre esta particular temática había adoptado 

la Sala hasta la fecha, con el propósito de conceder la salvaguarda pretendida con el escrito 

de tutela presentado ante esta Corporación, al menos por el tiempo de la vigencia de la 

mencionada norma de emergencia”      

 

 

De suerte que, hubo un cambio de postura frente a lo que se venía considerando en relación 

a la aplicación de la sanción contenida en el inciso 3º del artículo 14 del Decreto 806 de 2020. 

Y en base a esa nueva postura esta Sala de Decisión emitió decisión dentro de los expedientes 

números 23.001.31.03.004.2019.00309.01 Folio 86-2021 y 23.001.31.10.002.2019.00643.01   

Folio 106-2021 acogiendo la misma. 

 

No obstante lo anterior, se hace necesario traer a colación la reciente decisión de la Corte 

Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral en STL3312-2022 Radicación No. 97061 

de fecha 16 de marzo de 2022, en la que decidió la impugnación interpuesta por el señor 

ANGEL DARIO AYCARDI GALEANO  contra la sentencia emitida por la Corte Suprema 



  

 

de Justicia Sala de Casación Civil de fecha 23 de febrero de 2022, dentro de la acción de 

tutela promovida por la parte recurrente en contra de la Sala Civil – Familia – Laboral del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería, trámite que se hizo extensivo a todos los 

intervinientes  al interior del proceso ejecutivo con radicado 23162310300220170020601, 

mediante la cual se revocó el fallo de tutela impugnado y ordenó a ésta Corporación emitiera 

providencia que declare desierto el recurso de alzada de conformidad con los siguientes 

argumentos:  

 

“Esta Magistratura otea, en virtud a las realidades fácticas antes mencionadas, que es 

evidente el desconocimiento del derecho fundamental al debido proceso del señor Ángel Darío 

Aycardi Galeano, pues como se indicó, el Tribunal emergió en un yerro al emitir la sentencia 

de fecha 26 de noviembre de 2021, en la medida que soslayó el precedente jurisprudencial 

definido por la Corte Constitucional en la sentencia CC SU-116 de 2018, que en uno de los 

apartes, claramente advirtió: 

 

En consecuencia, para garantizar el derecho a la igualdad y la respuesta uniforme del 

ordenamiento jurídico, el juez de tutela debe decantarse por la interpretación que surge de 

las disposiciones aplicables. De acuerdo con esa metodología de interpretación, el recurso 

de apelación debe sustentarse ante el superior en la audiencia de sustentación y fallo, y 

el efecto de no hacerlo así es la declaratoria de desierto del recurso. Un recuento 

normativo del régimen de apelación de sentencias que se desprende de los artículos 322 y 

327 del Código General del Proceso es el siguiente:  

 

El inciso 2º del numeral 3º del artículo 322 del CGP prevé que cuando: “(…) se apele una 

sentencia, el apelante, al momento de interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido 

proferida en ella, o dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización o a la notificación 

de la que hubiere sido dictada por fuera de audiencia, deberá precisar, de manera breve, 

los reparos concretos que le hace a la decisión, sobre los cuales versará la sustentación 

que hará ante el superior”. (negrillas integran el texto original). 

 

 

Valga anotar, que la anterior jurisprudencia permitió a esta Sala especializada que se 

cambiara el criterio en relación al estudio del desconocimiento de la prerrogativa ídem, a 

partir de la sentencia CSJ STL2791-2021, pues con anterioridad a ese pronunciamiento, este 

Colegiado consideraba que con la mera sustentación que se formulara ante el a quo, no debía 

exigirse el requisito ante el superior. 

 
Y es que, a partir de la mencionada jurisprudencia, esta Sala adoptó un juicio pacificó frente 

al estudio del asunto puesto a consideración, y ulteriormente en un caso de contornos 

análogos, a través de la sentencia CSJ STL7317-2021 se dispuso: 

 

        (…) 

 

Al respecto, importa precisar que revisada la providencia en mención, se evidencia que 

no hay nada que reprocharle al Tribunal encartado, pues, contrario a lo aducido por el 

a quo constitucional, la decisión estuvo fundamentada en la valoración de los medios de 

convicción presentes en el proceso, la aplicación de las normas y jurisprudencia que rigen 

el asunto y su libre formación del convencimiento, así como en la apreciación racional 

del caso sometido a su estudio.  

 

Adviértase como el fallador convocado empezó por indicar que el Decreto 806 de 2020 

impone a la parte recurrente el deber de sustentar el recurso de apelación ante el 

juzgador de segundo grado, una vez ejecutoriado el auto que admitió la alzada. La 

omisión de dicha carga conlleva a la declaratoria de desierto, normativa que «guarda 

relación con el precepto 322 del CGP, eso sí, estructurándose ahora un trámite escritural 

en el evento de no ser necesario el decreto de pruebas en segundo nivel».  

 

[…]  

 

Así las cosas, se advierte que, contrario a lo considerado por el a quo constitucional, la 

Magistratura enjuiciada realizó un estudio de la normativa y la jurisprudencia aplicable 



  

 

al caso para, con base en su sana crítica, concluir que la falta de sustentación en 

segunda instancia acarrea la declaratoria de desierto del recurso de alzada.  

[…]  

 

De modo que la decisión combatida en nada riñe con la efectividad de las garantías 

superiores de la empresa interesada, pues, aceptar lo contrario, generaría una 

intromisión injustificada del juez constitucional en los asuntos propios de la jurisdicción 

ordinaria e implicaría desconocer principios rectores del sistema jurídico, como lo son 

la cosa juzgada y la autonomía judicial. (negrillas no integran el texto original). 

 

En otro aspecto, aunque la Fiduprevisora S.A. infiere en su escrito, que para el presente asunto 

no se puede dar aplicación al artículo 327 del Código General del Proceso, por no haberse 

programado la «realización de una audiencia de sustentación», lo cierto, es que el Decreto 

806 de 2020 en el artículo 14, fijó las reglas para el trámite de las apelaciones en materia 

civil, normatividad que claramente preceptúa en uno de sus apartes: 

 

Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el 

apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. 

De la sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) 

días. Vencido el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por 

estado. Si no se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto. (negrillas y 

subrayas autoría de esta Sala). 

 
Es menester indicar, que la anterior disposición fue declarada exequible por la Corte 

Constitucional a través de la sentencia C420-2020.  

 

En virtud de la norma transcrita, el Tribunal de Montería, emitió auto del 21 de agosto de 

2020, en el que procedió admitir el recurso de apelación «de acuerdo con lo consagrado en el 

inc. 3° del artículo 14 del Dcto 806 de 2020», y al haberse omitido la sustentación de la alzada 

por parte de la Fiduprevisora S.A., lo que correspondía al operador judicial, era declarar 

desierto el recurso, en concordancia con el postulado ejusdem, situación que evidentemente 

no aconteció. 

 
Así las cosas, se advierte que para el caso materia de estudio, se hace necesario conceder el 

resguardo implorado, toda vez que, en atención a lo anterior, la Sala Civil – Familia – Laboral 

del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería debió declarar desierto el recurso de 

apelación; no obstante, contrario a ello, emitió fallo, en total desconocimiento del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020 y lo adoctrinado en la sentencia CC SU418-2019.  

 

De conformidad con lo que viene de mencionarse y sin necesidad de más consideraciones, se 

revocará la determinación de primer grado y, en su lugar, se concederá el amparo al debido 

proceso.  

 

En consecuencia, se dejará sin valor y efecto la sentencia proferida el 26 de noviembre de 

2021 por la Sala Civil – Familia – Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Montería, así como todas las actuaciones que dependan de ella, para que, en el término de 15 

días contados a partir del día siguiente a la notificación de este fallo, dicha corporación emita 

la providencia que declare desierto el recurso de alzada, de conformidad con los argumentos 

esbozados en precedencia.” 

 

 

Entonces, al tenor de la reciente jurisprudencia traída a colación y la normativa en cita, al no 

haber sido sustentado el recurso de apelación en el plazo previsto en inciso 3° del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020, se impone entonces declararlo desierto. Asumiendo así esta Sala 

de Decisión  la postura expuesta por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral, 

quien cita el precedente jurisprudencial definido por la Corte Constitucional en sentencia SU 

116 de 2018, que permitió a esa Sala cambiar el criterio en relación al estudio del 

desconocimiento de la norma en cita a partir de la sentencia CSJ STL2791-2021, pues con 

anterioridad a ese pronunciamiento ese colegiado consideraba también que con la sola 

sustentación que se hiciera ante el a quo  no se debía exigir el requisito ante el superior. 

 



  

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería, en Sala 

Unitaria de Decisión Civil – Familia – Laboral, 

 

III. RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR DESIERTO el recurso de apelación señalado en el pórtico de la 

presente providencia.  

 

SEGUNDO: Oportunamente devuélvase el expediente al Juzgado de origen. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

KAREM STELLA VERGARA LÓPEZ 

Magistrada 
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I. LABOR 

 

 

Estando el proceso a despacho, se decide lo que en derecho corresponda sobre el recurso de 

apelación interpuesto por la parte ejecutada contra sentencia proferida por el Juzgado Civil 

del Circuito de Sahagún el 31 de mayo del año 2021, en el proceso ejecutivo singular 

adelantado por el señor JOSÉ FRANCISCO MOLINA ECHEVERRI contra 

AUXILIADORA RAQUEL BULA SOLANO. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

El inciso 3° del artículo 14 del Decreto 806 de 2020, prescribe que si el recurso de apelación 

no se sustenta dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la ejecutoria del auto que lo 

admite, se declarará desierto. Así lo estipula:  

 

“Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante 

deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. De la 

sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) días. Vencido 

el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si no se 

sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto”.  

 

Al respecto, la H. Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil en sentencia STC5168-

2020 señaló la procedencia de la citada consecuencia cuando la alzada no se sustenta en la 

oportunidad comentada así:  

 

“Al margen de lo expresado en precedencia, ninguna irregularidad revela la gestión del 

colegiado atacado, pues, de conformidad con el Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 2020, 

expedido por el Gobierno Nacional, con miras a “(…) implementar el uso de las tecnologías 

de la información (…) en las actuaciones judiciales (…)”, en el marco de la pandemia por el 

virus SARS-CoV-2, la sustentación de la alzada frente a sentencias, debe realizarse en la 

oportunidad consagrada en el inciso 3º de su artículo 14, so pena de ser declarado desierto”.  

 

 

 



  

 

 Luego, en sentencia STC005-2021 la misma Sala del órgano de cierre consideró: 

 

“4.3. Con base en la comentada reforma, el tribunal criticado dictó el proveído de 7 de octubre 

de 2020, corriendo traslado para presentar la sustentación escrita frente a la sentencia de 

primera instancia, proferida el 23 de septiembre de 2020 y apelada en la misma fecha, esto es, 

en vigencia del artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 

 

Luego, no hay duda sobre el acierto de la sentenciadora ad-quem al optar por la regla en 

comento, la cual imponía a la apelante exponer las razones de su censura contra la decisión 

de mérito del Juzgado Segundo Promiscuo de Familia dentro de los cinco días siguientes al 

requerimiento realizado, so pena de ser declarado desierto, como, en efecto ocurrió.” 

 

5. Conviene puntualizar, igualmente, la ausencia de arbitrariedad o ‘criminalidad’ en la 

determinación del tribunal fustigado, por el hecho de no haber considerado satisfecha la 

carga procesal de sustentación del recurso con ‘los 50 minutos’ de exposición ante el a quo, 

porque el artículo 322 del Código General del Proceso, exige la fundamentación de tal 

remedio ante el superior y así lo ha decantado esta Colegiatura en pretéritas ocasiones y de 

manera unánime”.  

 

– Negrillas del Tribunal - 

 

 

Es de tener en cuenta que seguidamente la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil 

en sentencia STC5497-2021 dejó en claro que en tratándose de apelaciones que se tramitan 

conforme al Decreto 806 de 2020, si las mismas fueron sustentadas en la primera instancia, 

no era necesario sustentarlas dentro del término señalado en el inciso 3º del artículo 14 del 

Decreto 806 de 2020, al tenor literal se expuso: 

 

“Según el recuento de las actuaciones surtidas en la segunda instancia del proceso verbal 

objeto de revisión constitucional, y recogiendo la postura de esta Sala sobre la temática bajo 

estudio (…). 

 

Bajo esa perspectiva, en vigencia del Decreto Legislativo 806 de 2020, si desde el umbral de 

la interposición de la alzada el recurrente expone de manera completa los reparos por los que 

está en desacuerdo con la providencia judicial, no hay motivo para que el superior exija la 

sustentación de la impugnación (…). 

 

Por todo lo expuesto, se recoge la postura que sobre esta particular temática había adoptado 

la Sala hasta la fecha, con el propósito de conceder la salvaguarda pretendida con el escrito 

de tutela presentado ante esta Corporación, al menos por el tiempo de la vigencia de la 

mencionada norma de emergencia”      

 

 

De suerte que, hubo un cambio de postura frente a lo que se venía considerando en relación 

a la aplicación de la sanción contenida en el inciso 3º del artículo 14 del Decreto 806 de 2020. 

Y en base a esa nueva postura esta Sala de Decisión emitió decisión dentro de los expedientes 

números 23.001.31.03.004.2019.00309.01 Folio 86-2021 y 23.001.31.10.002.2019.00643.01   

Folio 106-2021 acogiendo la misma. 

 

No obstante lo anterior, se hace necesario traer a colación la reciente decisión de la Corte 

Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral en STL3312-2022 Radicación No. 97061 

de fecha 16 de marzo de 2022, en la que decidió la impugnación interpuesta por el señor 

ANGEL DARIO AYCARDI GALEANO  contra la sentencia emitida por la Corte Suprema 



  

 

de Justicia Sala de Casación Civil de fecha 23 de febrero de 2022, dentro de la acción de 

tutela promovida por la parte recurrente en contra de la Sala Civil – Familia – Laboral del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería, trámite que se hizo extensivo a todos los 

intervinientes  al interior del proceso ejecutivo con radicado 23162310300220170020601, 

mediante la cual se revocó el fallo de tutela impugnado y ordenó a ésta Corporación emitiera 

providencia que declare desierto el recurso de alzada de conformidad con los siguientes 

argumentos:  

 

“Esta Magistratura otea, en virtud a las realidades fácticas antes mencionadas, que es 

evidente el desconocimiento del derecho fundamental al debido proceso del señor Ángel Darío 

Aycardi Galeano, pues como se indicó, el Tribunal emergió en un yerro al emitir la sentencia 

de fecha 26 de noviembre de 2021, en la medida que soslayó el precedente jurisprudencial 

definido por la Corte Constitucional en la sentencia CC SU-116 de 2018, que en uno de los 

apartes, claramente advirtió: 

 

En consecuencia, para garantizar el derecho a la igualdad y la respuesta uniforme del 

ordenamiento jurídico, el juez de tutela debe decantarse por la interpretación que surge de 

las disposiciones aplicables. De acuerdo con esa metodología de interpretación, el recurso 

de apelación debe sustentarse ante el superior en la audiencia de sustentación y fallo, y 

el efecto de no hacerlo así es la declaratoria de desierto del recurso. Un recuento 

normativo del régimen de apelación de sentencias que se desprende de los artículos 322 y 

327 del Código General del Proceso es el siguiente:  

 

El inciso 2º del numeral 3º del artículo 322 del CGP prevé que cuando: “(…) se apele una 

sentencia, el apelante, al momento de interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido 

proferida en ella, o dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización o a la notificación 

de la que hubiere sido dictada por fuera de audiencia, deberá precisar, de manera breve, 

los reparos concretos que le hace a la decisión, sobre los cuales versará la sustentación 

que hará ante el superior”. (negrillas integran el texto original). 

 

 

Valga anotar, que la anterior jurisprudencia permitió a esta Sala especializada que se 

cambiara el criterio en relación al estudio del desconocimiento de la prerrogativa ídem, a 

partir de la sentencia CSJ STL2791-2021, pues con anterioridad a ese pronunciamiento, este 

Colegiado consideraba que con la mera sustentación que se formulara ante el a quo, no debía 

exigirse el requisito ante el superior. 

 
Y es que, a partir de la mencionada jurisprudencia, esta Sala adoptó un juicio pacificó frente 

al estudio del asunto puesto a consideración, y ulteriormente en un caso de contornos 

análogos, a través de la sentencia CSJ STL7317-2021 se dispuso: 

 

        (…) 

 

Al respecto, importa precisar que revisada la providencia en mención, se evidencia que 

no hay nada que reprocharle al Tribunal encartado, pues, contrario a lo aducido por el 

a quo constitucional, la decisión estuvo fundamentada en la valoración de los medios de 

convicción presentes en el proceso, la aplicación de las normas y jurisprudencia que rigen 

el asunto y su libre formación del convencimiento, así como en la apreciación racional 

del caso sometido a su estudio.  

 

Adviértase como el fallador convocado empezó por indicar que el Decreto 806 de 2020 

impone a la parte recurrente el deber de sustentar el recurso de apelación ante el 

juzgador de segundo grado, una vez ejecutoriado el auto que admitió la alzada. La 

omisión de dicha carga conlleva a la declaratoria de desierto, normativa que «guarda 

relación con el precepto 322 del CGP, eso sí, estructurándose ahora un trámite escritural 

en el evento de no ser necesario el decreto de pruebas en segundo nivel».  

 

[…]  

 

Así las cosas, se advierte que, contrario a lo considerado por el a quo constitucional, la 

Magistratura enjuiciada realizó un estudio de la normativa y la jurisprudencia aplicable 



  

 

al caso para, con base en su sana crítica, concluir que la falta de sustentación en 

segunda instancia acarrea la declaratoria de desierto del recurso de alzada.  

[…]  

 

De modo que la decisión combatida en nada riñe con la efectividad de las garantías 

superiores de la empresa interesada, pues, aceptar lo contrario, generaría una 

intromisión injustificada del juez constitucional en los asuntos propios de la jurisdicción 

ordinaria e implicaría desconocer principios rectores del sistema jurídico, como lo son 

la cosa juzgada y la autonomía judicial. (negrillas no integran el texto original). 

 

En otro aspecto, aunque la Fiduprevisora S.A. infiere en su escrito, que para el presente asunto 

no se puede dar aplicación al artículo 327 del Código General del Proceso, por no haberse 

programado la «realización de una audiencia de sustentación», lo cierto, es que el Decreto 

806 de 2020 en el artículo 14, fijó las reglas para el trámite de las apelaciones en materia 

civil, normatividad que claramente preceptúa en uno de sus apartes: 

 

Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el 

apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. 

De la sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) 

días. Vencido el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por 

estado. Si no se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto. (negrillas y 

subrayas autoría de esta Sala). 

 
Es menester indicar, que la anterior disposición fue declarada exequible por la Corte 

Constitucional a través de la sentencia C420-2020.  

 

En virtud de la norma transcrita, el Tribunal de Montería, emitió auto del 21 de agosto de 

2020, en el que procedió admitir el recurso de apelación «de acuerdo con lo consagrado en el 

inc. 3° del artículo 14 del Dcto 806 de 2020», y al haberse omitido la sustentación de la alzada 

por parte de la Fiduprevisora S.A., lo que correspondía al operador judicial, era declarar 

desierto el recurso, en concordancia con el postulado ejusdem, situación que evidentemente 

no aconteció. 

 
Así las cosas, se advierte que para el caso materia de estudio, se hace necesario conceder el 

resguardo implorado, toda vez que, en atención a lo anterior, la Sala Civil – Familia – Laboral 

del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería debió declarar desierto el recurso de 

apelación; no obstante, contrario a ello, emitió fallo, en total desconocimiento del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020 y lo adoctrinado en la sentencia CC SU418-2019.  

 

De conformidad con lo que viene de mencionarse y sin necesidad de más consideraciones, se 

revocará la determinación de primer grado y, en su lugar, se concederá el amparo al debido 

proceso.  

 

En consecuencia, se dejará sin valor y efecto la sentencia proferida el 26 de noviembre de 

2021 por la Sala Civil – Familia – Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Montería, así como todas las actuaciones que dependan de ella, para que, en el término de 15 

días contados a partir del día siguiente a la notificación de este fallo, dicha corporación emita 

la providencia que declare desierto el recurso de alzada, de conformidad con los argumentos 

esbozados en precedencia.” 

 

 

Entonces, al tenor de la reciente jurisprudencia traída a colación y la normativa en cita, al no 

haber sido sustentado el recurso de apelación en el plazo previsto en inciso 3° del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020, se impone entonces declararlo desierto. Asumiendo así esta Sala 

de Decisión  la postura expuesta por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral, 

quien cita el precedente jurisprudencial definido por la Corte Constitucional en sentencia SU 

116 de 2018, que permitió a esa Sala cambiar el criterio en relación al estudio del 

desconocimiento de la norma en cita a partir de la sentencia CSJ STL2791-2021, pues con 

anterioridad a ese pronunciamiento ese colegiado consideraba también que con la sola 

sustentación que se hiciera ante el a quo  no se debía exigir el requisito ante el superior. 

 



  

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería, en Sala 

Unitaria de Decisión Civil – Familia – Laboral, 

 

III. RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR DESIERTO el recurso de apelación señalado en el pórtico de la 

presente providencia.  

 

SEGUNDO: Oportunamente devuélvase el expediente al Juzgado de origen. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

KAREM STELLA VERGARA LÓPEZ 

Magistrada 
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MONTERÍA, VEINTE (20) DE ABRIL DE DOS MIL VEINTIDOS (2022) 

 

I. OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

Decide el Tribunal el recurso de apelación interpuesto oportunamente por el apoderado 

de la parte demandada, contra el auto emitido en audiencia pública celebrada el 13 de 

febrero de 2020 por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Cereté, dentro del proceso 

ordinario laboral promovido por ALVARO ENRIQUE BRAVO RAMIREZ contra 

HEREDEROS DETERMINADOS DEL FINADO SALIN ANTONO AGUIRRE 

PEREZ a saber LUCILA ESTHER ARRIETA BASCARAN, SAID ANTONIO, 

NATALI Y SOL MARIA AGUIRRE ARRIETA, LINA MARÍA GÓMEZ 

CABALLERO, SALIME AGUIRRE GÓMEZ, JULIO RUBEN AGUIRRE GÓMEZ, 

SALIN AGUIRRE GALARCIO, YENI AGUIRRE BEHAINE y los señores ELI 

CABRERA URANGO Y DENYS MARIA SEVILLA MONTES. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1.Demanda 

 

Pretende el demandante se declare la existencia de un contrato de trabajo con el finado 

SALIN ANTONIO AGUIRRE PÉREZ y los señores ELI CABRERA URBANO y 

DENYS MARÍA SEVILLA MONTES entre el 30 de abril de 2005 al 01 de agosto de 

2017; como consecuencia de ello se condene al demandado al pago de acreencias 

laborales, salarios adeudado, dotaciones, aportes a pensión, sanción por no 

consignación de cesantías ante un fondo, horas extras, entre otras. 
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2.2. Medida Cautelares - Caución 

 

Radicadas las constancias de envío de las respectivas comunicaciones, la parte activa 

de la relación jurídico procesal, solicitó “medidas cautelares de que trata el artículo 85ª 

del CPTSS”, con el fin de garantizar el pago que en una eventual condena se imponga, 

toda vez que los convocados al tramitar la sucesión del finado Antonio Aguirre 

omitieron incluir como pasivo los créditos laborales entre ellos los que a su sentir le 

adeuda el finado, sumado a que la Agencia Nacional de Infraestructura adelanta 

proceso especial de expropiación en contra de los herederos del finado antes 

referenciados y hasta la presentación de la demandada, los convocados “se niegan a 

realizar acuerdos amistosos de conciliación”, esto último bajo el supuesto de no existir 

relación laboral alguna.  

 

III. AUTO APELADO 

 

En audiencia adiada 13 de febrero de 2020, dentro de la etapa correspondiente 

conforme a lo plasmado en el artículo 85ª del CPTSS, el A quo impuso a los 

demandados una caución correspondiente al 50% del valor de las pretensiones incoadas 

en el libelo demandatorio, correspondiente a veintiocho millones ciento cincuenta y 

cuatro mil trescientos veintiún pesos ($28.154.321), suma que debía prestarse dentro 

del término de cinco (05) so pena de no ser oído los convocados.  

 

En lo que atañe al recurso de alzada, es pertinente indicar que el A-QUO precisó que 

contrario a lo esgrimido por la parte extrema de la Litis, las pruebas tendientes a 

demostrar insolvencia o graves dificultades a fin de cumplir con una eventual condena 

que se llegare a imponer al demandado, se arriman en la respectiva audiencia tal como 

lo establece el artículo 85ª CPTSS, más no, en la fecha de radicación de la petición, 

como erróneamente sostienen los convocados, pues en esta sólo se exponen los motivos 

y hechos. 

  

Con base en las pruebas aportadas por el demandante y demandada, entre ello, 

certificados de tradición y libertad de dos bienes inmuebles de propiedad del finado 

Salim Antonio Aguirre, evidenció que dichos predios registran medida de embargo uno 

por concepto de alimentos y otro por acción personal, situación que a su sentir se 

enmarca en una de las situaciones decantadas en el norma procesal laboral génesis del 
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asunto debatido, esto es, serias dificultades para el cumplimiento oportuno de las 

obligaciones que un eventual caso se imponga.  

 

 

IV. RECURSO DE APELACIÓN 

 

La parte demandada a través de su vocero judicial, discrepa de la decisión tomada en 

primera instancia, argumento la orfandad probatoria para inferir que sus defendidos se 

encuentran en dificultades económicas que le permitan cumplir con una eventual 

condena y si bien, los certificados de tradición y libertad muestran sin asomo de dudas 

la medida de embargo que pesa sobre estos, no es menos cierto que se encuentra 

adelantado todas las gestiones necesarias a fin de levantarlas, pues de tratan de 

obligaciones del finado, sumado a que se negociaron todos los pasivos de la sucesión 

y se está a la espera de una corrección solicita a la oficina de instrumentos públicos de 

Cereté, por lo que impele se revoque la decisión emitida. 

 

V. ALEGACIONES DE CONCLUSIÓN 

 

En la oportunidad concedida en esta instancia, la parte apelante presenta sus alegatos 

reiterando la ausencia de pruebas que pueda acreditar insolvencia económica que 

afecten el cumplimiento de una eventual condena, máxime los infortunios que han 

imposibilitado el registro de “sentencia y trabajo de partición del finado ANTONIO 

SALIM GUIRRE PEREZ” ante la Oficina de Instrumentos Públicos, sumado al actuar 

desinteresado del actor en hacerse parte dentro la sucesión intestada adelantada en el 

juzgado de instancia, a fin de obtener reconocimiento de los derechos laborales 

alegados.  

Finalmente, cita como nuevo argumento lo estatuido en el artículo 1434 del C.C. que a 

su tenor preceptúa “Los títulos contra el difunto lo serán igualmente contra los 

herederos; pero los acreedores no podrán entablar o llevar adelante la ejecución sino 

pasados ocho (08) días después de la notificación judicial de sus títulos”. 

  

En lo que respecta a la parte activa, pese al término de traslado concedido guardó 

silencio.  
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VI. CONSIDERACIONES 

 

6.1. Presupuestos procesales 

 

Los presupuestos tanto de eficacia y validez del proceso, están presentes, por tanto, se 

desatará de fondo la apelación de sujetos que integran la parte demandada. 

 

6.2. Problemas jurídicos a resolver 

 

Le corresponde a la Sala establecer si erró el juez de primera instancia al imponer 

caución a los demandados, bajo el supuesto de encontrase acreditado graves 

dificultades económicas a fin de cumplir con una eventual condena que se les impute. 

 

6.3. Caución.  

 

Nuestro ordenamiento procesal laboral, permite que el demandante desde la 

presentación de la demanda, solicite imposición de medida cautelar consistente en una 

caución que oscilara entre el 30% y 50% de las pretensiones incoadas en el libelo 

demandatorio, siempre y cuando acredite que la parte extrema de la Litis (i) está 

efectuando actos tendientes a insolventarse o impedir la efectividad de la sentencia, (ii) 

cuando se demuestren que el demandado se encuentra en graves y serias dificultades 

para el cumplimiento oportuno de sus obligaciones, para ello, basta mirar el artículo 

85ª del C.P.T y de la S.S, que a su tenor preceptúa:  

 

“ARTÍCULO 85-A. MEDIDA CAUTELAR EN PROCESO ORDINARIO. <Artículo modificado por el artículo37-A de 
la Ley 712 de 2001. El nuevo texto es el siguiente:> Cuando el demandado, en proceso ordinario, efectúe 
actos que el juez estime tendientes a insolventarse o a impedir la efectividad de la sentencia, o cuando el 
juez considere que el demandado se encuentra en graves y serias dificultades para el cumplimiento 
oportuno de sus obligaciones, podrá imponerle caución para garantizar las resultas del proceso, la cual 
oscilará de acuerdo a su prudente proceso entre el 30 y el 50% del valor de las pretensiones al momento de 
decretarse la medida cautelar. 
 
En la solicitud, la cual se entenderá hecha bajo la gravedad del juramento, se indicarán los motivos y los 
hechos en que se funda. Recibida la solicitud, se citará inmediatamente mediante auto dictado por fuera de 
audiencia a audiencia especial al quinto día hábil siguiente, oportunidad en la cual las partes presentarán 
las pruebas acerca de la situación alegada y se decidirá en el acto. La decisión será apelable en el efecto 
devolutivo. 
 
Si el demandado no presta la caución en el término de cinco (5) días no será oído hasta tanto cumpla con 
dicha orden. 

 

 

http://200.75.47.49/senado/basedoc/ley/2001/ley_0712_2001_pr001.html#37-A
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Cabe resaltar que nuestro máximo órgano de cierre constitucional, en sentencia C- 043- 

2021 Magistrada Ponente Dra. Cristina Pardo Schlesinger, comunicado oficial Sal 

Plena No 07 del 25 de febrero de 2021, declaró condicionalmente exequible el artículo 

antes citado, bajo el entendido que en materia laboral también puede invocarse las 

medidas cautelares innominadas, así:  

  

“La Corte declaró EXEQUIBLE de forma condicionada el articulo 37ª de la Ley 712 de 

2001, por el cargo de igualdad analizado, en el entendido que en la jurisdicción ordinaria 
laboral pueden invocarse las medidas cautelares innominadas previstas en el literal “c”, 
numeral 1, del artículo 590 del Código General del Proceso'. 
 
'La Corte concluyó que la disposición acusada admitía dos interpretaciones posibles. (i) 
Una primera conforme a la cual era una norma especial que impedía la aplicación, por 
remisión normativa, del régimen de medidas cautelares dispuesto en el CGP, posición 
esta adoptada por la Corte Suprema de Justicia, que llevaba a concluir que la disposición 
vulneraba el principio de igualdad. Pero también (ii) otra interpretación que reconociera 
que la norma no impedía esta posibilidad de aplicación, por remisión normativa, 
concretamente del literal c) del numeral 1° del artículo 590 del CGP, referente a la 
facultad del juez de decretar medidas cautelares innominadas. 
 
De estas dos interpretaciones posibles, según el concepto de la Sala Plena, debía 
preferirse la segunda, porque hacía efectivos los principios constitucionales de protección 
especial al derecho del trabajo, ínsitos en las reclamaciones de orden laboral, y no 
generaba un déficit de protección del derecho a la tutela judicial efectiva. 
   
Teniendo en cuenta todo lo anterior, la Corte resolvió declarar exequible de forma 
condicionada el artículo 37A de la Ley 712 de 2001, en el entendido según el cual en la 
jurisdicción ordinaria laboral pueden invocarse las medidas cautelares innominadas, 
previstas en el literal “c” del numeral 1° del artículo 590 del CGP. 
 
Dicho literal establece, principalmente, que se puede aplicar cualquiera otra medida que 
el juez encuentre razonable para la protección del derecho objeto del litigio, impedir su 
infracción o evitar las consecuencias derivadas de la misma, prevenir daños, hacer cesar 
los que se hubieren causado o asegurar la efectividad de la pretensión. 
 
Para decretar la medida cautelar el juez apreciará, entre otras situaciones, la legitimación 
o interés para actuar de las partes y la existencia de la amenaza o la vulneración del 
derecho.' 

 

No obstante, esta colegiatura no desplegará estudio alguno frente a lo discurrido, dado 

que ello no fue punto de réplica. 

 

Frente a la garantía contenida en el artículo 85ª antes transcrito, la Sala de Casación 

Laboral del Corte Suprema de Justicia en sentencia de tutela STL927 del 03 de febrero 

de 2021, radicación 61938 con ponencia de la Dra. Clara Cecilia Dueñas Quevedo, 

precisó:  

  
“De ahí, el fallador de segundo grado precisó que el artículo 85A del Código 

Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, consagra una garantía a favor de los 

trabajadores que acuden a los estrados judiciales en procura del reconocimiento y pago 

de sus derechos laborales, dirigida a que, ante una eventual condena, sus derechos 

sean satisfechos a plenitud.  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr014.html#590
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012.html#inicio
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(..) 

 

Por otra parte, la Magistratura censurada precisó que de las pruebas aportadas 

al plenario, se logró demostrar que «con ocación del proceso adelantado ante el 

Juzgado Cuarto de Familia de la ciudad de Bucaramanga, (…) todos sus bienes fueron 

objeto de emgargo (fl.95), lo que sí permite concluir es que el demandado se encuentra 

en graves y serias dificultades para el cumplimiento oportuno de sus obligaciones, pues 

con ocasión del trámite judicial adelantado ante el Juzgado Cuarto de Familia de esta 

ciudad, se dispuso el embargo de su vehúculo, del establecimiento de comercio 

Salamandra Shoes y la retención de los dineros depositados en cuentas de ahorros, 

corrientes o cualquier otro título bancario o financiero que se encuentre a su nombre. 

(…) 

 

 

En líneas ulteriores, la Corte precisó:  

 
“Adicionalmente, es menester precisar que el artículo 85A del Código Procesal 

del Trabajo y de la Seguridad Social, prevé:  

 
(..) 

 

De la lectura de la norma se advierte que, la redacción empleada por 

el legislador no es de carácter disyuntivo, sino conjuntivo, de tal forma que, 

para aplicar la consecuencia jurídica allí prevista, basta con que se acredite 

al menos uno de los supuestos contemplados, esto es, que el llamado a juicio 

(i) esté adelantando actos tendientes a insolventarse o impedir la efectividad 

de la sentencia o que (ii) se encuentre en graves dificultades para el 

cumplimiento oportuno de sus obligaciones. 

 

 

Al examinar las pruebas aportadas por la parte demandante y demandados, se evidencia 

copia de sentencia emitida el 13 de agosto de 2019 por el juzgado de instancia dentro 

del proceso especial de expropiación incoado por la Agencia Nacional de 

Infraestructura “ANI” contra Herederos del causante Antonio Salim Aguirre Pérez, 

mediante la cual se decretó la expropiación con fines de utilidad pública del predio con 

matrícula inmobiliaria No 143-44074 de la oficina de Instrumentos Públicos de Cereté, 

reconociéndole a dichos herederos la suma de cuatrocientos diez mil setecientos 

noventa millones trescientos noventa y cinco mil pesos ($410.790.395,oo) por 

concepto de indemnización.  

 

Asimismo, de los folios de matrículas inmobiliarias No 143-29219 y 143-26218 de la 

Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Cereté, de propiedad del finado Salin 

Antonio Aguirre Pérez, se extrae que frente al primero de esta pesa una medida cautelar 

– embargo ejecutivo con acción real- decretada en el año 2017 por el Juzgado Segundo 

Promiscuo Municipal de Cereté, mientras que, para el segundo se registró medida 
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cautelar – embargo de alimentos- comunicada mediante oficio No 1134 del 11 de 

noviembre de 2009 por el Juzgado Tercero del Circuito de Familia de Montería. 

 

Lo anterior, deja en evidencia las graves dificultades económicas que atraviesan los 

demandados a fin de cumplir con una eventual condena que dentro del proceso 

ordinario laboral se imponga, toda vez que la ANI le reconoció la respectiva 

indemnización como consecuencia de la expropiación del predio descrito y los dos 

únicos bienes inmuebles en cabeza actual del finado, se encuentran fuera del comercio, 

debido a la medida de embargo que sobre ellos reposa, sin que a la fecha se haya 

demostrado que en efecto, la parte demandada ha realizado acciones tendientes a 

levantar dichas medidas tal como lo indicó en sus alegaciones, pues omitió aportar 

prueba que así lo demuestre, por tanto sus manifestaciones son meras conjeturas.  

 

Así las cosas, no encuentra la Sala criterios que lleven a considerar que la imposición 

de la caución fijada por el juez de primera instancia escapa a lo dispuesto en la 

normatividad que las regula, amén de que se observa dentro de las alegaciones el 

recurrente omitió aportar pruebas que desvirtuaran las dificultades económicas que 

atraviesan sus defendidos, pues nada dijo acerca de la existencia de otros bienes que en 

un eventual caso respaldaran la una posible condena, por lo que habrá de confirmarse 

el auto apelado. 

 

Finalmente, en cuanto al argumento expuesto por el apelante con fundamento en el 

artículo 1434 del C.C, basta recordar que la citada norma fue derogada por el artículo 

626 del C.G.P. 

 

6.4. Costas 

No se impondrá costas en esta instancia por cuanto no se causaron.  

 

VII. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE MONTERÍA, SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL - FAMILIA - 

LABORAL, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la Ley,  
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RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto adiado trece (13) de febrero de 2020 proferido en 

el proceso de la referencia, acorde con lo expuesto en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: Sin costas en esta instancia. 

 

TERCERO: Oportunamente devuélvase el expediente a su juzgado de origen. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

KAREM STELLA VERGARA LÓPEZ 

Magistrada 

 

 

 

 

 



  

 

RAMA JURISDICCIONAL DEL PODER PÚBLICO 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

 

 

SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA LABORAL 

MAGISTRADA PONENTE KAREM STELLA VERGARA LÓPEZ 

  

 

RADICADO No. 23.162.31.03.002.2018.00274.01    FOLIO 236-2021  

 

 

 

MONTERÍA, VEINTE (20) DE ABRIL DE DOS MIL VEINTIDOS (2022) 

 

 

I. LABOR 

 

 

Estando el proceso a despacho, se decide lo que en derecho corresponda sobre el recurso de 

apelación interpuesto por la parte ejecutada contra sentencia proferida por el Juzgado 

Segundo Civil del Circuito de Cereté el 28 de abril del año 2021, en el proceso ejecutivo 

hipotecario adelantado por UNILEVER ANDINA COLOMBIA LTDA contra CONNIE 

BLANCO DIAZ. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

Solicita la parte ejecutante se declare desierto el recurso de apelación ante el incumplimiento 

de la parte demandada de su carga de sustentación de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 14 del Decreto 806 de 2020; a su vez, la parte ejecutada luego de vencido el término 

concedido en esta instancia a efectos de que sustentara el recurso de apelación por ella 

interpuesto, peticionó tener por verdadera sustentación  los reparos concretos efectuados al 

fallo de primera instancia y sustentado en legal forma una vez el a quo  profirió el fallo objeto 

del ataque jurídico y tener por sustentado el recurso.   

 

En ese orden, considera esta Corporación que el inciso 3° del artículo 14 del Decreto 806 de 

2020, prescribe que si el recurso de apelación no se sustenta dentro de los cinco (5) días 

hábiles siguientes a la ejecutoria del auto que lo admite, se declarará desierto. Así lo estipula:  

 

“Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante 

deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. De la 

sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) días. Vencido 

el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si no se 

sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto”.  

 

Al respecto, la H. Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil en sentencia STC5168-

2020 señaló la procedencia de la citada consecuencia cuando la alzada no se sustenta en la 

oportunidad comentada así:  



  

 

 

“Al margen de lo expresado en precedencia, ninguna irregularidad revela la gestión del 

colegiado atacado, pues, de conformidad con el Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 2020, 

expedido por el Gobierno Nacional, con miras a “(…) implementar el uso de las tecnologías 

de la información (…) en las actuaciones judiciales (…)”, en el marco de la pandemia por el 

virus SARS-CoV-2, la sustentación de la alzada frente a sentencias, debe realizarse en la 

oportunidad consagrada en el inciso 3º de su artículo 14, so pena de ser declarado desierto”.  

 

 

 Luego, en sentencia STC005-2021 la misma Sala del órgano de cierre consideró: 

 

“4.3. Con base en la comentada reforma, el tribunal criticado dictó el proveído de 7 de octubre 

de 2020, corriendo traslado para presentar la sustentación escrita frente a la sentencia de 

primera instancia, proferida el 23 de septiembre de 2020 y apelada en la misma fecha, esto es, 

en vigencia del artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 

 

Luego, no hay duda sobre el acierto de la sentenciadora ad-quem al optar por la regla en 

comento, la cual imponía a la apelante exponer las razones de su censura contra la decisión 

de mérito del Juzgado Segundo Promiscuo de Familia dentro de los cinco días siguientes al 

requerimiento realizado, so pena de ser declarado desierto, como, en efecto ocurrió.” 

 

5. Conviene puntualizar, igualmente, la ausencia de arbitrariedad o ‘criminalidad’ en la 

determinación del tribunal fustigado, por el hecho de no haber considerado satisfecha la 

carga procesal de sustentación del recurso con ‘los 50 minutos’ de exposición ante el a quo, 

porque el artículo 322 del Código General del Proceso, exige la fundamentación de tal 

remedio ante el superior y así lo ha decantado esta Colegiatura en pretéritas ocasiones y de 

manera unánime”.  

 

– Negrillas del Tribunal - 

 

 

Es de tener en cuenta que seguidamente la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil 

en sentencia STC5497-2021 dejó en claro que en tratándose de apelaciones que se tramitan 

conforme al Decreto 806 de 2020, si las mismas fueron sustentadas en la primera instancia, 

no era necesario sustentarlas dentro del término señalado en el inciso 3º del artículo 14 del 

Decreto 806 de 2020, al tenor literal se expuso: 

 

“Según el recuento de las actuaciones surtidas en la segunda instancia del proceso verbal 

objeto de revisión constitucional, y recogiendo la postura de esta Sala sobre la temática bajo 

estudio (…). 

 

Bajo esa perspectiva, en vigencia del Decreto Legislativo 806 de 2020, si desde el umbral de 

la interposición de la alzada el recurrente expone de manera completa los reparos por los que 

está en desacuerdo con la providencia judicial, no hay motivo para que el superior exija la 

sustentación de la impugnación (…). 

 

Por todo lo expuesto, se recoge la postura que sobre esta particular temática había adoptado 

la Sala hasta la fecha, con el propósito de conceder la salvaguarda pretendida con el escrito 

de tutela presentado ante esta Corporación, al menos por el tiempo de la vigencia de la 

mencionada norma de emergencia”      

 

 

De suerte que, hubo un cambio de postura frente a lo que se venía considerando en relación 

a la aplicación de la sanción contenida en el inciso 3º del artículo 14 del Decreto 806 de 2020. 

Y en base a esa nueva postura esta Sala de Decisión emitió decisión dentro de los expedientes 



  

 

números 23.001.31.03.004.2019.00309.01 Folio 86-2021 y 23.001.31.10.002.2019.00643.01   

Folio 106-2021 acogiendo la misma. 

 

No obstante lo anterior, se hace necesario traer a colación la reciente decisión de la Corte 

Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral en STL3312-2022 Radicación No. 97061 

de fecha 16 de marzo de 2022, en la que decidió la impugnación interpuesta por el señor 

ANGEL DARIO AYCARDI GALEANO  contra la sentencia emitida por la Corte Suprema 

de Justicia Sala de Casación Civil de fecha 23 de febrero de 2022, dentro de la acción de 

tutela promovida por la parte recurrente en contra de la Sala Civil – Familia – Laboral del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería, trámite que se hizo extensivo a todos los 

intervinientes  al interior del proceso ejecutivo con radicado 23162310300220170020601, 

mediante la cual se revocó el fallo de tutela impugnado y ordenó a ésta Corporación emitiera 

providencia que declare desierto el recurso de alzada de conformidad con los siguientes 

argumentos:  

 

“Esta Magistratura otea, en virtud a las realidades fácticas antes mencionadas, que es 

evidente el desconocimiento del derecho fundamental al debido proceso del señor Ángel Darío 

Aycardi Galeano, pues como se indicó, el Tribunal emergió en un yerro al emitir la sentencia 

de fecha 26 de noviembre de 2021, en la medida que soslayó el precedente jurisprudencial 

definido por la Corte Constitucional en la sentencia CC SU-116 de 2018, que en uno de los 

apartes, claramente advirtió: 

 

En consecuencia, para garantizar el derecho a la igualdad y la respuesta uniforme del 

ordenamiento jurídico, el juez de tutela debe decantarse por la interpretación que surge de 

las disposiciones aplicables. De acuerdo con esa metodología de interpretación, el recurso 

de apelación debe sustentarse ante el superior en la audiencia de sustentación y fallo, y 

el efecto de no hacerlo así es la declaratoria de desierto del recurso. Un recuento 

normativo del régimen de apelación de sentencias que se desprende de los artículos 322 y 

327 del Código General del Proceso es el siguiente:  

 

El inciso 2º del numeral 3º del artículo 322 del CGP prevé que cuando: “(…) se apele una 

sentencia, el apelante, al momento de interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido 

proferida en ella, o dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización o a la notificación 

de la que hubiere sido dictada por fuera de audiencia, deberá precisar, de manera breve, 

los reparos concretos que le hace a la decisión, sobre los cuales versará la sustentación 

que hará ante el superior”. (negrillas integran el texto original). 

 

 

Valga anotar, que la anterior jurisprudencia permitió a esta Sala especializada que se 

cambiara el criterio en relación al estudio del desconocimiento de la prerrogativa ídem, a 

partir de la sentencia CSJ STL2791-2021, pues con anterioridad a ese pronunciamiento, este 

Colegiado consideraba que con la mera sustentación que se formulara ante el a quo, no debía 

exigirse el requisito ante el superior. 

 
Y es que, a partir de la mencionada jurisprudencia, esta Sala adoptó un juicio pacificó frente 

al estudio del asunto puesto a consideración, y ulteriormente en un caso de contornos 

análogos, a través de la sentencia CSJ STL7317-2021 se dispuso: 

 

        (…) 

 

Al respecto, importa precisar que revisada la providencia en mención, se evidencia que 

no hay nada que reprocharle al Tribunal encartado, pues, contrario a lo aducido por el 

a quo constitucional, la decisión estuvo fundamentada en la valoración de los medios de 

convicción presentes en el proceso, la aplicación de las normas y jurisprudencia que rigen 

el asunto y su libre formación del convencimiento, así como en la apreciación racional 

del caso sometido a su estudio.  

 



  

 

Adviértase como el fallador convocado empezó por indicar que el Decreto 806 de 2020 

impone a la parte recurrente el deber de sustentar el recurso de apelación ante el 

juzgador de segundo grado, una vez ejecutoriado el auto que admitió la alzada. La 

omisión de dicha carga conlleva a la declaratoria de desierto, normativa que «guarda 

relación con el precepto 322 del CGP, eso sí, estructurándose ahora un trámite escritural 

en el evento de no ser necesario el decreto de pruebas en segundo nivel».  

 

[…]  

 

Así las cosas, se advierte que, contrario a lo considerado por el a quo constitucional, la 

Magistratura enjuiciada realizó un estudio de la normativa y la jurisprudencia aplicable 

al caso para, con base en su sana crítica, concluir que la falta de sustentación en 

segunda instancia acarrea la declaratoria de desierto del recurso de alzada.  

[…]  

 

De modo que la decisión combatida en nada riñe con la efectividad de las garantías 

superiores de la empresa interesada, pues, aceptar lo contrario, generaría una 

intromisión injustificada del juez constitucional en los asuntos propios de la jurisdicción 

ordinaria e implicaría desconocer principios rectores del sistema jurídico, como lo son 

la cosa juzgada y la autonomía judicial. (negrillas no integran el texto original). 

 

En otro aspecto, aunque la Fiduprevisora S.A. infiere en su escrito, que para el presente asunto 

no se puede dar aplicación al artículo 327 del Código General del Proceso, por no haberse 

programado la «realización de una audiencia de sustentación», lo cierto, es que el Decreto 

806 de 2020 en el artículo 14, fijó las reglas para el trámite de las apelaciones en materia 

civil, normatividad que claramente preceptúa en uno de sus apartes: 

 

Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el 

apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. 

De la sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) 

días. Vencido el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por 

estado. Si no se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto. (negrillas y 

subrayas autoría de esta Sala). 

 
Es menester indicar, que la anterior disposición fue declarada exequible por la Corte 

Constitucional a través de la sentencia C420-2020.  

 

En virtud de la norma transcrita, el Tribunal de Montería, emitió auto del 21 de agosto de 

2020, en el que procedió admitir el recurso de apelación «de acuerdo con lo consagrado en el 

inc. 3° del artículo 14 del Dcto 806 de 2020», y al haberse omitido la sustentación de la alzada 

por parte de la Fiduprevisora S.A., lo que correspondía al operador judicial, era declarar 

desierto el recurso, en concordancia con el postulado ejusdem, situación que evidentemente 

no aconteció. 

 
Así las cosas, se advierte que para el caso materia de estudio, se hace necesario conceder el 

resguardo implorado, toda vez que, en atención a lo anterior, la Sala Civil – Familia – Laboral 

del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería debió declarar desierto el recurso de 

apelación; no obstante, contrario a ello, emitió fallo, en total desconocimiento del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020 y lo adoctrinado en la sentencia CC SU418-2019.  

 

De conformidad con lo que viene de mencionarse y sin necesidad de más consideraciones, se 

revocará la determinación de primer grado y, en su lugar, se concederá el amparo al debido 

proceso.  

 

En consecuencia, se dejará sin valor y efecto la sentencia proferida el 26 de noviembre de 

2021 por la Sala Civil – Familia – Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Montería, así como todas las actuaciones que dependan de ella, para que, en el término de 15 

días contados a partir del día siguiente a la notificación de este fallo, dicha corporación emita 

la providencia que declare desierto el recurso de alzada, de conformidad con los argumentos 

esbozados en precedencia.” 

 

 

Entonces, al tenor de la reciente jurisprudencia traída a colación y la normativa en cita, al no 

haber sido sustentado el recurso de apelación en el plazo previsto en inciso 3° del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020, se impone entonces declararlo desierto. Asumiendo así esta Sala 



  

 

de Decisión  la postura expuesta por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral, 

quien cita el precedente jurisprudencial definido por la Corte Constitucional en sentencia SU 

116 de 2018, que permitió a esa Sala cambiar el criterio en relación al estudio del 

desconocimiento de la norma en cita a partir de la sentencia CSJ STL2791-2021, pues con 

anterioridad a ese pronunciamiento ese colegiado consideraba también que con la sola 

sustentación que se hiciera ante el a quo  no se debía exigir el requisito ante el superior. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería, en Sala 

Unitaria de Decisión Civil – Familia – Laboral, 

 

III. RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR DESIERTO el recurso de apelación señalado en el pórtico de la 

presente providencia.  

 

SEGUNDO: Oportunamente devuélvase el expediente al Juzgado de origen. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

KAREM STELLA VERGARA LÓPEZ 

Magistrada 

 

 

 

 



  

 

RAMA JURISDICCIONAL DEL PODER PÚBLICO 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

 

 

SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA LABORAL 

MAGISTRADA PONENTE KAREM STELLA VERGARA LÓPEZ 

  

 

RADICADO No. 23.001.31.03.002.2019.00206.01    FOLIO 261-2021  

 

 

 

MONTERÍA, VEINTE (20) DE ABRIL DE DOS MIL VEINTIDOS (2022) 

 

 

I. LABOR 

 

 

Estando el proceso a despacho, se decide lo que en derecho corresponda sobre el recurso de 

apelación interpuesto por la parte demandada contra sentencia proferida por el Juzgado 

Segundo Civil del Circuito de Montería el 13 de julio del año 2021, en el proceso verbal de 

responsabilidad civil extracontractual adelantado por LUIS ALFONSO OLIVEROS 

BERRIO y otra contra VÍCTOR MANUEL VÁSQUEZ OVIEDO y otra. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

Solicita la parte demandante se declare desierto el recurso de apelación presentado por la 

parte demandada en atención a que no se observa en el aplicativo TYBA la sustentación del 

recurso, cuyo traslado feneció el 22 de noviembre de 2021. 

 

En ese orden, considera esta Corporación que el inciso 3° del artículo 14 del Decreto 806 de 

2020, prescribe que si el recurso de apelación no se sustenta dentro de los cinco (5) días 

hábiles siguientes a la ejecutoria del auto que lo admite, se declarará desierto. Así lo estipula:  

 

“Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante 

deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. De la 

sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) días. Vencido 

el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si no se 

sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto”.  

 

Al respecto, la H. Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil en sentencia STC5168-

2020 señaló la procedencia de la citada consecuencia cuando la alzada no se sustenta en la 

oportunidad comentada así:  

 

“Al margen de lo expresado en precedencia, ninguna irregularidad revela la gestión del 

colegiado atacado, pues, de conformidad con el Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 2020, 

expedido por el Gobierno Nacional, con miras a “(…) implementar el uso de las tecnologías 

de la información (…) en las actuaciones judiciales (…)”, en el marco de la pandemia por el 



  

 

virus SARS-CoV-2, la sustentación de la alzada frente a sentencias, debe realizarse en la 

oportunidad consagrada en el inciso 3º de su artículo 14, so pena de ser declarado desierto”.  

 

 Luego, en sentencia STC005-2021 la misma Sala del órgano de cierre consideró: 

 

“4.3. Con base en la comentada reforma, el tribunal criticado dictó el proveído de 7 de octubre 

de 2020, corriendo traslado para presentar la sustentación escrita frente a la sentencia de 

primera instancia, proferida el 23 de septiembre de 2020 y apelada en la misma fecha, esto es, 

en vigencia del artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 

 

Luego, no hay duda sobre el acierto de la sentenciadora ad-quem al optar por la regla en 

comento, la cual imponía a la apelante exponer las razones de su censura contra la decisión 

de mérito del Juzgado Segundo Promiscuo de Familia dentro de los cinco días siguientes al 

requerimiento realizado, so pena de ser declarado desierto, como, en efecto ocurrió.” 

 

5. Conviene puntualizar, igualmente, la ausencia de arbitrariedad o ‘criminalidad’ en la 

determinación del tribunal fustigado, por el hecho de no haber considerado satisfecha la 

carga procesal de sustentación del recurso con ‘los 50 minutos’ de exposición ante el a quo, 

porque el artículo 322 del Código General del Proceso, exige la fundamentación de tal 

remedio ante el superior y así lo ha decantado esta Colegiatura en pretéritas ocasiones y de 

manera unánime”.  

 

– Negrillas del Tribunal - 

 

 

Es de tener en cuenta que seguidamente la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil 

en sentencia STC5497-2021 dejó en claro que en tratándose de apelaciones que se tramitan 

conforme al Decreto 806 de 2020, si las mismas fueron sustentadas en la primera instancia, 

no era necesario sustentarlas dentro del término señalado en el inciso 3º del artículo 14 del 

Decreto 806 de 2020, al tenor literal se expuso: 

 

“Según el recuento de las actuaciones surtidas en la segunda instancia del proceso verbal 

objeto de revisión constitucional, y recogiendo la postura de esta Sala sobre la temática bajo 

estudio (…). 

 

Bajo esa perspectiva, en vigencia del Decreto Legislativo 806 de 2020, si desde el umbral de 

la interposición de la alzada el recurrente expone de manera completa los reparos por los que 

está en desacuerdo con la providencia judicial, no hay motivo para que el superior exija la 

sustentación de la impugnación (…). 

 

Por todo lo expuesto, se recoge la postura que sobre esta particular temática había adoptado 

la Sala hasta la fecha, con el propósito de conceder la salvaguarda pretendida con el escrito 

de tutela presentado ante esta Corporación, al menos por el tiempo de la vigencia de la 

mencionada norma de emergencia”      

 

 

De suerte que, hubo un cambio de postura frente a lo que se venía considerando en relación 

a la aplicación de la sanción contenida en el inciso 3º del artículo 14 del Decreto 806 de 2020. 

Y en base a esa nueva postura esta Sala de Decisión emitió decisión dentro de los expedientes 

números 23.001.31.03.004.2019.00309.01 Folio 86-2021 y 23.001.31.10.002.2019.00643.01   

Folio 106-2021 acogiendo la misma. 

 

No obstante lo anterior, se hace necesario traer a colación la reciente decisión de la Corte 

Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral en STL3312-2022 Radicación No. 97061 



  

 

de fecha 16 de marzo de 2022, en la que decidió la impugnación interpuesta por el señor 

ANGEL DARIO AYCARDI GALEANO  contra la sentencia emitida por la Corte Suprema 

de Justicia Sala de Casación Civil de fecha 23 de febrero de 2022, dentro de la acción de 

tutela promovida por la parte recurrente en contra de la Sala Civil – Familia – Laboral del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería, trámite que se hizo extensivo a todos los 

intervinientes  al interior del proceso ejecutivo con radicado 23162310300220170020601, 

mediante la cual se revocó el fallo de tutela impugnado y ordenó a ésta Corporación emitiera 

providencia que declare desierto el recurso de alzada de conformidad con los siguientes 

argumentos:  

 

“Esta Magistratura otea, en virtud a las realidades fácticas antes mencionadas, que es 

evidente el desconocimiento del derecho fundamental al debido proceso del señor Ángel Darío 

Aycardi Galeano, pues como se indicó, el Tribunal emergió en un yerro al emitir la sentencia 

de fecha 26 de noviembre de 2021, en la medida que soslayó el precedente jurisprudencial 

definido por la Corte Constitucional en la sentencia CC SU-116 de 2018, que en uno de los 

apartes, claramente advirtió: 

 

En consecuencia, para garantizar el derecho a la igualdad y la respuesta uniforme del 

ordenamiento jurídico, el juez de tutela debe decantarse por la interpretación que surge de 

las disposiciones aplicables. De acuerdo con esa metodología de interpretación, el recurso 

de apelación debe sustentarse ante el superior en la audiencia de sustentación y fallo, y 

el efecto de no hacerlo así es la declaratoria de desierto del recurso. Un recuento 

normativo del régimen de apelación de sentencias que se desprende de los artículos 322 y 

327 del Código General del Proceso es el siguiente:  

 

El inciso 2º del numeral 3º del artículo 322 del CGP prevé que cuando: “(…) se apele una 

sentencia, el apelante, al momento de interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido 

proferida en ella, o dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización o a la notificación 

de la que hubiere sido dictada por fuera de audiencia, deberá precisar, de manera breve, 

los reparos concretos que le hace a la decisión, sobre los cuales versará la sustentación 

que hará ante el superior”. (negrillas integran el texto original). 

 

 

Valga anotar, que la anterior jurisprudencia permitió a esta Sala especializada que se 

cambiara el criterio en relación al estudio del desconocimiento de la prerrogativa ídem, a 

partir de la sentencia CSJ STL2791-2021, pues con anterioridad a ese pronunciamiento, este 

Colegiado consideraba que con la mera sustentación que se formulara ante el a quo, no debía 

exigirse el requisito ante el superior. 

 
Y es que, a partir de la mencionada jurisprudencia, esta Sala adoptó un juicio pacificó frente 

al estudio del asunto puesto a consideración, y ulteriormente en un caso de contornos 

análogos, a través de la sentencia CSJ STL7317-2021 se dispuso: 

 

        (…) 

 

Al respecto, importa precisar que revisada la providencia en mención, se evidencia que 

no hay nada que reprocharle al Tribunal encartado, pues, contrario a lo aducido por el 

a quo constitucional, la decisión estuvo fundamentada en la valoración de los medios de 

convicción presentes en el proceso, la aplicación de las normas y jurisprudencia que rigen 

el asunto y su libre formación del convencimiento, así como en la apreciación racional 

del caso sometido a su estudio.  

 

Adviértase como el fallador convocado empezó por indicar que el Decreto 806 de 2020 

impone a la parte recurrente el deber de sustentar el recurso de apelación ante el 

juzgador de segundo grado, una vez ejecutoriado el auto que admitió la alzada. La 

omisión de dicha carga conlleva a la declaratoria de desierto, normativa que «guarda 

relación con el precepto 322 del CGP, eso sí, estructurándose ahora un trámite escritural 

en el evento de no ser necesario el decreto de pruebas en segundo nivel».  

 

[…]  



  

 

 

Así las cosas, se advierte que, contrario a lo considerado por el a quo constitucional, la 

Magistratura enjuiciada realizó un estudio de la normativa y la jurisprudencia aplicable 

al caso para, con base en su sana crítica, concluir que la falta de sustentación en 

segunda instancia acarrea la declaratoria de desierto del recurso de alzada.  

[…]  

 

De modo que la decisión combatida en nada riñe con la efectividad de las garantías 

superiores de la empresa interesada, pues, aceptar lo contrario, generaría una 

intromisión injustificada del juez constitucional en los asuntos propios de la jurisdicción 

ordinaria e implicaría desconocer principios rectores del sistema jurídico, como lo son 

la cosa juzgada y la autonomía judicial. (negrillas no integran el texto original). 

 

En otro aspecto, aunque la Fiduprevisora S.A. infiere en su escrito, que para el presente asunto 

no se puede dar aplicación al artículo 327 del Código General del Proceso, por no haberse 

programado la «realización de una audiencia de sustentación», lo cierto, es que el Decreto 

806 de 2020 en el artículo 14, fijó las reglas para el trámite de las apelaciones en materia 

civil, normatividad que claramente preceptúa en uno de sus apartes: 

 

Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el 

apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. 

De la sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) 

días. Vencido el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por 

estado. Si no se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto. (negrillas y 

subrayas autoría de esta Sala). 

 
Es menester indicar, que la anterior disposición fue declarada exequible por la Corte 

Constitucional a través de la sentencia C420-2020.  

 

En virtud de la norma transcrita, el Tribunal de Montería, emitió auto del 21 de agosto de 

2020, en el que procedió admitir el recurso de apelación «de acuerdo con lo consagrado en el 

inc. 3° del artículo 14 del Dcto 806 de 2020», y al haberse omitido la sustentación de la alzada 

por parte de la Fiduprevisora S.A., lo que correspondía al operador judicial, era declarar 

desierto el recurso, en concordancia con el postulado ejusdem, situación que evidentemente 

no aconteció. 

 
Así las cosas, se advierte que para el caso materia de estudio, se hace necesario conceder el 

resguardo implorado, toda vez que, en atención a lo anterior, la Sala Civil – Familia – Laboral 

del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería debió declarar desierto el recurso de 

apelación; no obstante, contrario a ello, emitió fallo, en total desconocimiento del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020 y lo adoctrinado en la sentencia CC SU418-2019.  

 

De conformidad con lo que viene de mencionarse y sin necesidad de más consideraciones, se 

revocará la determinación de primer grado y, en su lugar, se concederá el amparo al debido 

proceso.  

 

En consecuencia, se dejará sin valor y efecto la sentencia proferida el 26 de noviembre de 

2021 por la Sala Civil – Familia – Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Montería, así como todas las actuaciones que dependan de ella, para que, en el término de 15 

días contados a partir del día siguiente a la notificación de este fallo, dicha corporación emita 

la providencia que declare desierto el recurso de alzada, de conformidad con los argumentos 

esbozados en precedencia.” 

 

 

Entonces, al tenor de la reciente jurisprudencia traída a colación y la normativa en cita, al no 

haber sido sustentado el recurso de apelación en el plazo previsto en inciso 3° del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020, se impone entonces declararlo desierto. Asumiendo así esta Sala 

de Decisión  la postura expuesta por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral, 

quien cita el precedente jurisprudencial definido por la Corte Constitucional en sentencia SU 

116 de 2018, que permitió a esa Sala cambiar el criterio en relación al estudio del 

desconocimiento de la norma en cita a partir de la sentencia CSJ STL2791-2021, pues con 



  

 

anterioridad a ese pronunciamiento ese colegiado consideraba también que con la sola 

sustentación que se hiciera ante el a quo  no se debía exigir el requisito ante el superior. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería, en Sala 

Unitaria de Decisión Civil – Familia – Laboral, 

 

III. RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR DESIERTO el recurso de apelación señalado en el pórtico de la 

presente providencia.  

 

SEGUNDO: Oportunamente devuélvase el expediente al Juzgado de origen. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

KAREM STELLA VERGARA LÓPEZ 

Magistrada 

 

 

 

 

 

 



  

 

RAMA JURISDICCIONAL DEL PODER PÚBLICO 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

 

 

SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA LABORAL 

MAGISTRADA PONENTE KAREM STELLA VERGARA LÓPEZ 

  

 

RADICADO No. 23.555.31.89.001.2021.00003.02    FOLIO 311-2021  

 

 

 

MONTERÍA, VEINTE (20) DE ABRIL DE DOS MIL VEINTIDOS (2022) 

 

 

I. LABOR 

 

 

Estando el proceso a despacho, se decide lo que en derecho corresponda sobre el recurso de 

apelación interpuesto por la parte demandada contra sentencia proferida por el Juzgado 

Promiscuo del Circuito de Planeta Rica el 13 de agosto del año 2021, en el proceso ejecutivo 

adelantado por LEASING CORFICOLOMBIANA S.A. y otro contra CONSTRUCTORA 

OBRASS Y BUSTILLO S.A.S. 

 

II. CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL 

 

Solicita la parte demandante ante esta instancia se declare desierto el recurso de apelación 

presentado por la parte demandada de conformidad con lo dispuesto en el inciso 3º del 

artículo 14 del Decreto 806 de 2020, debido a la ausencia de sustentación del recurso cuyo 

traslado se ordenó por secretaría entre los días 7 y 14 de diciembre sin que fuera acudido por 

el apoderado apelante como se observa en el expediente digital TYBA.  

 

En ese orden, considera esta Corporación que el inciso 3° del artículo 14 del Decreto 806 de 

2020, prescribe que si el recurso de apelación no se sustenta dentro de los cinco (5) días 

hábiles siguientes a la ejecutoria del auto que lo admite, se declarará desierto. Así lo estipula:  

 

“Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante 

deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. De la 

sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) días. Vencido 

el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si no se 

sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto”.  

 

Al respecto, la H. Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil en sentencia STC5168-

2020 señaló la procedencia de la citada consecuencia cuando la alzada no se sustenta en la 

oportunidad comentada así:  

 



  

 

“Al margen de lo expresado en precedencia, ninguna irregularidad revela la gestión del 

colegiado atacado, pues, de conformidad con el Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 2020, 

expedido por el Gobierno Nacional, con miras a “(…) implementar el uso de las tecnologías 

de la información (…) en las actuaciones judiciales (…)”, en el marco de la pandemia por el 

virus SARS-CoV-2, la sustentación de la alzada frente a sentencias, debe realizarse en la 

oportunidad consagrada en el inciso 3º de su artículo 14, so pena de ser declarado desierto”.  

 

 Luego, en sentencia STC005-2021 la misma Sala del órgano de cierre consideró: 

 

“4.3. Con base en la comentada reforma, el tribunal criticado dictó el proveído de 7 de octubre 

de 2020, corriendo traslado para presentar la sustentación escrita frente a la sentencia de 

primera instancia, proferida el 23 de septiembre de 2020 y apelada en la misma fecha, esto es, 

en vigencia del artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 

 

Luego, no hay duda sobre el acierto de la sentenciadora ad-quem al optar por la regla en 

comento, la cual imponía a la apelante exponer las razones de su censura contra la decisión 

de mérito del Juzgado Segundo Promiscuo de Familia dentro de los cinco días siguientes al 

requerimiento realizado, so pena de ser declarado desierto, como, en efecto ocurrió.” 

 

5. Conviene puntualizar, igualmente, la ausencia de arbitrariedad o ‘criminalidad’ en la 

determinación del tribunal fustigado, por el hecho de no haber considerado satisfecha la 

carga procesal de sustentación del recurso con ‘los 50 minutos’ de exposición ante el a quo, 

porque el artículo 322 del Código General del Proceso, exige la fundamentación de tal 

remedio ante el superior y así lo ha decantado esta Colegiatura en pretéritas ocasiones y de 

manera unánime”.  

 

– Negrillas del Tribunal - 

 

Es de tener en cuenta que seguidamente la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil 

en sentencia STC5497-2021 dejó en claro que en tratándose de apelaciones que se tramitan 

conforme al Decreto 806 de 2020, si las mismas fueron sustentadas en la primera instancia, 

no era necesario sustentarlas dentro del término señalado en el inciso 3º del artículo 14 del 

Decreto 806 de 2020, al tenor literal se expuso: 

 

“Según el recuento de las actuaciones surtidas en la segunda instancia del proceso verbal 

objeto de revisión constitucional, y recogiendo la postura de esta Sala sobre la temática bajo 

estudio (…). 

 

Bajo esa perspectiva, en vigencia del Decreto Legislativo 806 de 2020, si desde el umbral de 

la interposición de la alzada el recurrente expone de manera completa los reparos por los que 

está en desacuerdo con la providencia judicial, no hay motivo para que el superior exija la 

sustentación de la impugnación (…). 

 

Por todo lo expuesto, se recoge la postura que sobre esta particular temática había adoptado 

la Sala hasta la fecha, con el propósito de conceder la salvaguarda pretendida con el escrito 

de tutela presentado ante esta Corporación, al menos por el tiempo de la vigencia de la 

mencionada norma de emergencia”      

 

 

De suerte que, hubo un cambio de postura frente a lo que se venía considerando en relación 

a la aplicación de la sanción contenida en el inciso 3º del artículo 14 del Decreto 806 de 2020. 

Y en base a esa nueva postura esta Sala de Decisión emitió decisión dentro de los expedientes 

números 23.001.31.03.004.2019.00309.01 Folio 86-2021 y 23.001.31.10.002.2019.00643.01   

Folio 106-2021 acogiendo la misma. 

 



  

 

No obstante lo anterior, se hace necesario traer a colación la reciente decisión de la Corte 

Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral en STL3312-2022 Radicación No. 97061 

de fecha 16 de marzo de 2022, en la que decidió la impugnación interpuesta por el señor 

ANGEL DARIO AYCARDI GALEANO  contra la sentencia emitida por la Corte Suprema 

de Justicia Sala de Casación Civil de fecha 23 de febrero de 2022, dentro de la acción de 

tutela promovida por la parte recurrente en contra de la Sala Civil – Familia – Laboral del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería, trámite que se hizo extensivo a todos los 

intervinientes  al interior del proceso ejecutivo con radicado 23162310300220170020601, 

mediante la cual se revocó el fallo de tutela impugnado y ordenó a ésta Corporación emitiera 

providencia que declare desierto el recurso de alzada de conformidad con los siguientes 

argumentos:  

 

“Esta Magistratura otea, en virtud a las realidades fácticas antes mencionadas, que es 

evidente el desconocimiento del derecho fundamental al debido proceso del señor Ángel Darío 

Aycardi Galeano, pues como se indicó, el Tribunal emergió en un yerro al emitir la sentencia 

de fecha 26 de noviembre de 2021, en la medida que soslayó el precedente jurisprudencial 

definido por la Corte Constitucional en la sentencia CC SU-116 de 2018, que en uno de los 

apartes, claramente advirtió: 

 

En consecuencia, para garantizar el derecho a la igualdad y la respuesta uniforme del 

ordenamiento jurídico, el juez de tutela debe decantarse por la interpretación que surge de 

las disposiciones aplicables. De acuerdo con esa metodología de interpretación, el recurso 

de apelación debe sustentarse ante el superior en la audiencia de sustentación y fallo, y 

el efecto de no hacerlo así es la declaratoria de desierto del recurso. Un recuento 

normativo del régimen de apelación de sentencias que se desprende de los artículos 322 y 

327 del Código General del Proceso es el siguiente:  

 

El inciso 2º del numeral 3º del artículo 322 del CGP prevé que cuando: “(…) se apele una 

sentencia, el apelante, al momento de interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido 

proferida en ella, o dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización o a la notificación 

de la que hubiere sido dictada por fuera de audiencia, deberá precisar, de manera breve, 

los reparos concretos que le hace a la decisión, sobre los cuales versará la sustentación 

que hará ante el superior”. (negrillas integran el texto original). 

 

 

Valga anotar, que la anterior jurisprudencia permitió a esta Sala especializada que se 

cambiara el criterio en relación al estudio del desconocimiento de la prerrogativa ídem, a 

partir de la sentencia CSJ STL2791-2021, pues con anterioridad a ese pronunciamiento, este 

Colegiado consideraba que con la mera sustentación que se formulara ante el a quo, no debía 

exigirse el requisito ante el superior. 

 
Y es que, a partir de la mencionada jurisprudencia, esta Sala adoptó un juicio pacificó frente 

al estudio del asunto puesto a consideración, y ulteriormente en un caso de contornos 

análogos, a través de la sentencia CSJ STL7317-2021 se dispuso: 

 

        (…) 

 

Al respecto, importa precisar que revisada la providencia en mención, se evidencia que 

no hay nada que reprocharle al Tribunal encartado, pues, contrario a lo aducido por el 

a quo constitucional, la decisión estuvo fundamentada en la valoración de los medios de 

convicción presentes en el proceso, la aplicación de las normas y jurisprudencia que rigen 

el asunto y su libre formación del convencimiento, así como en la apreciación racional 

del caso sometido a su estudio.  

 

Adviértase como el fallador convocado empezó por indicar que el Decreto 806 de 2020 

impone a la parte recurrente el deber de sustentar el recurso de apelación ante el 

juzgador de segundo grado, una vez ejecutoriado el auto que admitió la alzada. La 

omisión de dicha carga conlleva a la declaratoria de desierto, normativa que «guarda 



  

 

relación con el precepto 322 del CGP, eso sí, estructurándose ahora un trámite escritural 

en el evento de no ser necesario el decreto de pruebas en segundo nivel».  

 

[…]  

 

Así las cosas, se advierte que, contrario a lo considerado por el a quo constitucional, la 

Magistratura enjuiciada realizó un estudio de la normativa y la jurisprudencia aplicable 

al caso para, con base en su sana crítica, concluir que la falta de sustentación en 

segunda instancia acarrea la declaratoria de desierto del recurso de alzada.  

[…]  

 

De modo que la decisión combatida en nada riñe con la efectividad de las garantías 

superiores de la empresa interesada, pues, aceptar lo contrario, generaría una 

intromisión injustificada del juez constitucional en los asuntos propios de la jurisdicción 

ordinaria e implicaría desconocer principios rectores del sistema jurídico, como lo son 

la cosa juzgada y la autonomía judicial. (negrillas no integran el texto original). 

 

En otro aspecto, aunque la Fiduprevisora S.A. infiere en su escrito, que para el presente asunto 

no se puede dar aplicación al artículo 327 del Código General del Proceso, por no haberse 

programado la «realización de una audiencia de sustentación», lo cierto, es que el Decreto 

806 de 2020 en el artículo 14, fijó las reglas para el trámite de las apelaciones en materia 

civil, normatividad que claramente preceptúa en uno de sus apartes: 

 

Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el 

apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. 

De la sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) 

días. Vencido el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por 

estado. Si no se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto. (negrillas y 

subrayas autoría de esta Sala). 

 
Es menester indicar, que la anterior disposición fue declarada exequible por la Corte 

Constitucional a través de la sentencia C420-2020.  

 

En virtud de la norma transcrita, el Tribunal de Montería, emitió auto del 21 de agosto de 

2020, en el que procedió admitir el recurso de apelación «de acuerdo con lo consagrado en el 

inc. 3° del artículo 14 del Dcto 806 de 2020», y al haberse omitido la sustentación de la alzada 

por parte de la Fiduprevisora S.A., lo que correspondía al operador judicial, era declarar 

desierto el recurso, en concordancia con el postulado ejusdem, situación que evidentemente 

no aconteció. 

 
Así las cosas, se advierte que para el caso materia de estudio, se hace necesario conceder el 

resguardo implorado, toda vez que, en atención a lo anterior, la Sala Civil – Familia – Laboral 

del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería debió declarar desierto el recurso de 

apelación; no obstante, contrario a ello, emitió fallo, en total desconocimiento del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020 y lo adoctrinado en la sentencia CC SU418-2019.  

 

De conformidad con lo que viene de mencionarse y sin necesidad de más consideraciones, se 

revocará la determinación de primer grado y, en su lugar, se concederá el amparo al debido 

proceso.  

 

En consecuencia, se dejará sin valor y efecto la sentencia proferida el 26 de noviembre de 

2021 por la Sala Civil – Familia – Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Montería, así como todas las actuaciones que dependan de ella, para que, en el término de 15 

días contados a partir del día siguiente a la notificación de este fallo, dicha corporación emita 

la providencia que declare desierto el recurso de alzada, de conformidad con los argumentos 

esbozados en precedencia.” 

 

 

Entonces, al tenor de la reciente jurisprudencia traída a colación y la normativa en cita, al no 

haber sido sustentado el recurso de apelación en el plazo previsto en inciso 3° del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020, se impone entonces declararlo desierto. Asumiendo así esta Sala 

de Decisión  la postura expuesta por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral, 

quien cita el precedente jurisprudencial definido por la Corte Constitucional en sentencia SU 



  

 

116 de 2018, que permitió a esa Sala cambiar el criterio en relación al estudio del 

desconocimiento de la norma en cita a partir de la sentencia CSJ STL2791-2021, pues con 

anterioridad a ese pronunciamiento ese colegiado consideraba también que con la sola 

sustentación que se hiciera ante el a quo  no se debía exigir el requisito ante el superior. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería, en Sala 

Unitaria de Decisión Civil – Familia – Laboral, 

 

III. RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR DESIERTO el recurso de apelación señalado en el pórtico de la 

presente providencia.  

 

SEGUNDO: Oportunamente devuélvase el expediente al Juzgado de origen. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

KAREM STELLA VERGARA LÓPEZ 

Magistrada 

 

 

 


